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U
na empresa oficial 
cubana está en ca-
pacidad de mani-
pular millones de 

datos que el Gobierno de Ve-
nezuela le entregó para la ela-
boración de las nuevas cédu-
las electrónicas a través de un 
convenio secreto que excluyó 
del proceso la participación de 
técnicos venezolanos, según 
documentos a los que tuvo ac-
ceso El Nacional. De acuerdo 
con un ex asesor del ministerio 
de Interior y Justicia, que sos-
tuvo que se vio forzado a pe-
dir asilo en Estados Unidos por 
atreverse a criticar al convenio, 
el gobierno cubano podrá in-
cluir o borrar información de 
las bases de datos e incluso 
expedir documentos de iden-
tidad venezolanos a ciudada-
nos de otros países.

“Eso debía estar manejado en 
Venezuela, por venezolanos”, 
dice Anthony Daquin, ingenie-
ro de computación venezola-
no, que hasta 2009 fue asesor 
del ministerio en materia de 
documentos electrónicos. “Los 
cubanos manejan el software 
y marcan las directrices de se-
guridad, cómo se abre la caja 
criptográfica (mecanismo de 
cifrado de la información en 
el chip electrónico), cuántas 
veces, cuándo se destruye el 
chip”, explica el ex asesor. 

Daquin advierte que para Cu-
ba será ahora muy fácil emitir 
cédulas y pasaportes venezola-
nos para sus ciudadanos y fun-
cionarios o incluso para otros 
extranjeros. Son pocos los 
que se atreven a cuestionar el 
acuerdo, agrega. “A todo el que 
ha estado cerca del contrato de 
la cédula electrónica, que lo ha 
objetado, lo han amenazado”.

La cédula electrónica incluirá 
en el chip el nombre y apellido, 
fecha de nacimiento, fecha de 
expiración, las huellas dactila-
res, el registro de información 
fiscal (datos sobre el pago de 
impuestos al Seniat), firma y 
foto. También se ha hablado 
de incluir el tipo de sangre y la 
historia médica.

La empresa cubana favoreci-
da con el contrato de más de 
170 millones de dólares es Al-
bet Ingeniería y Sistemas. An-
te sus limitaciones operativas 
y de material, la firma debió 
subcontratar a la multinacio-
nal Gemalto con sede en Méxi-
co. Representantes de ambas 
firmas se negaron a hablar con 
El Nacional.   

Si el proceso de cedulación 
culmina, los venezolanos acu-
dirán a votar en 2012 con un 
sistema de identidad que, en 
la práctica, está manejado y 
controlado por el Gobierno de 
Cuba. 

“Aunque la contratista sea 
extranjera porque en el país 
no hay la tecnología para de-
sarrollar los proyectos, por un 
tema de seguridad de los datos 

y hasta de nacionalismo, debe 
haber un grupo de personas 
del país que maneje los progra-
mas”, analiza Miguel Torrealba, 
profesor del departamento de 
Computación de la USB y ex-
perto en seguridad de la infor-
mación. “Hay que conocer la 
data y protegerla de los inte-
reses que puedan surgir, aun-
que se trate de compañías de 
naciones amigas”, agrega.                 

El servicio de identificación, 
que ahora está en manos ex-
tranjeras, históricamente ha 
sido vulnerable. El año pasado, 
por ejemplo, detuvieron en Ca-
racas a un grupo de colombia-
nos que cobraba entre 5.000 y 
10.000 bolívares por cada cé-
dula falsificada. La policía de-
terminó que dos funcionarios 
del Servicio Administrativo de 
Identificación, Migración y Ex-
tranjería, Saime, eran cómpli-
ces. En 2007, el narcotrafican-
te Farid Faris denunció que el 
entonces director de la Onidex 
(actual Saime), Hugo Cabezas, 
le facilitó identificaciones ve-
nezolanas falsas. El año pasa-
do el organismo comenzó un 
plan anticorrupción por el que 
ya lleva cerca de 300 funciona-
rios detenidos. 

Decisión binacional. En Cuba 
se planificó el cambio de la 
cédula de identificación tra-
dicional a una electrónica, un 
proyecto  cuya ejecución lleva 
dos años de retraso. De acuer-
do con documentos a los que 
tuvo acceso El Nacional, en la 
isla se realizó la licitación para 
determinar qué empresas pro-
veerían las tarjetas de policar-
bonato para hacer las identifi-
caciones; los cubanos tienen 
facultades para subcontratar 
los bienes y servicios a nombre 
de Venezuela; sus técnicos tra-
bajan en los programas infor-
máticos que regirán el proceso 
de identificación y tienen ga-
rantizado el acceso a la data.

El Ministerio de Interior, 
uno de los principales clien-
tes de Albet, le encomendó a 
esta compañía el proceso de 
modernización del Saime. La 
Agencia Bolivariana de No-
ticias reseñó que el proyec-
to para cambiar el sistema de 
identificación a uno electró-
nico formó parte de la VII Co-
misión Mixta Cuba-Venezuela, 
celebrada en 2007, que incluyó 
más de 350 planes.

Durante la gestión de Jesse 
Chacón como titular del des-
pacho de Interior y Justicia se 
desarrolló la primera fase del 
proyecto de transformación y 
modernización del Saime, con 
el lanzamiento del pasaporte 
electrónico, cuya contratación 
y puesta en marcha se hizo a 
través de Albet. La segunda 
fase, la de la cédula electróni-
ca, también le fue adjudicada 
a la firma cubana. En marzo 
de 2008, con Pedro Carreño 
a la cabeza, Albet y el minis-
terio suscribieron el Contra-
to de Prestación de Servicios 
Tecnológicos Integrales para 
la Transformación y Mo-
dernización del Sistema 
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Albet, la empresa oficial de la isla que elabora la nueva identificación para

 Venezuela, tiene acceso libre a la base de datos de los ciudadanos, incluso

 a la expedición de los documentos. El contrato tiene estrictas cláusulas de

 confidencialidad que impiden a los técnicos nacionales conocer el proceso

Cédula electrónica  
a la cubana
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de Identificación, Mi-
gración y Extranjería 

(Fase 2), por 172,2 millones de 
dólares. Se le encomendó a los 
cubanos desde el suministro 
de las cédulas hasta el software 
para manejarlas. También se 
le asignó la emisión de docu-
mentos en sedes consulares 
y misiones de Venezuela en el 
exterior; el manejo de los pun-
tos de control migratorio y la 
instalación de sistemas de se-
guridad en la torre Aco, la nue-
va sede del Saime en Las Mer-
cedes, así como de sus otras 
oficinas en todo el país.

Secreto. El convenio ha estado 
rodeado del más absoluto her-
metismo. Sobre las 30 páginas 
de este acuerdo comercial pe-
san cláusulas de confidencia-
lidad que se advierten desde 
el encabezado. “No más de 20 
venezolanos tuvieron acceso 
a este contrato. A las reunio-
nes siempre acudían cubanos 
y fue en La Habana donde se 
hizo la licitación para com-
prar la cédula electrónica”, se-
ñala Daquin. Es la primera vez 
que Daquin conversa –desde 
un lugar en Estados Unidos– 
sobre la información a la que 
tuvo acceso. “Sus correos y su 
teléfono deben estar interve-
nidos, al igual que los míos”, 
le dice a su interlocutora. Pide 
no revelar la ciudad en la que 
vive desde noviembre de 2009, 
cuando solicitó asilo político 
porque –asegura– fue amena-
zado debido a la información 
que manejaba sobre la inter-
vención cubana en asuntos 
como la cedulación.     

El contrato suscrito entre el 
ministerio y Albet autoriza el 
acceso a las instalaciones y sis-
temas del Saime, para los traba-
jos asociados a la implementa-
ción de la cédula electrónica. 
Una de las cláusulas estable-
ce: “Los originales de los códi-
gos fuente (los que describen el 
funcionamiento del software y 
permite introducirle cambios) 
de las aplicaciones informáti-
cas desarrolladas serán con-
servadas por la parte cubana 
mientras permanezca vigente 
el período de soporte técnico”.

Los venezolanos podrán ana-
lizar la ejecución del proyecto 
y acceder a los códigos fuen-
te sólo previa solicitud a los 
coordinadores, tanto cubanos 
como nacionales. “La parte 
venezolana no podrá acceder 
a los códigos fuente para reali-
zarle modificaciones o ajustes 
a las aplicaciones informáticas 
desarrolladas, mientras esté vi-
gente el contrato o el período 
de soporte técnico, excepto 
que la parte cubana manifies-
te de forma expresa su confor-
midad con esta acción”, aclara 
otra cláusula.

Caro y tardío. Además del se-
creto y las irregularidades en 
su adjudicación, el convenio 
ha resultado altamente costo-
so y ha estado plagado de de-
moras. La transferencia tecno-
lógica que Albet prevé tardará 
10 años en completarse. “Otras 
empresas, como una china, 
la ofrecían en 3 años”, añade 
Daquin.

La cédula electrónica vene-
zolana, además, es una de las 
más caras entre los países del 
continente que han adquirido 
la tecnología de identificación 
biométrica. Ecuador decidió en 
2010 emplear 93,5 millones de 
dólares para la modernización 
de su sistema de registro civil, 
identificación y cedulación. En 
2009, después de una licitación 
pública en la que fue favoreci-
do un consorcio con participa-
ción nacional, México otorgó el 
contrato para cedular a los casi 
107 millones de mexicanos por 
51 millones de dólares, menos 
de un tercio de lo que le costó a 
Venezuela, que tiene 28 millo-
nes de habitantes. 

El acuerdo comercial entre el 
Gobierno y Albet, que tenía ori-
ginalmente vigencia de un año, 
ha sido prorrogado consecuti-
vamente. A finales de 2009, el 

proyecto debía estar en mar-
cha, pero las autoridades vene-
zolanas han aplazado la fecha. 
Dante Rivas, director general 
del Saime, la prometió para el 
primer trimestre de 2011, pero 
todavía no está en ejecución.

Empleados públicos advier-
ten que dentro de las institu-
ciones es difícil cuestionar el 
papel de los antillanos. “Creen 
que estás contra ellos y no 
comprenden que el hecho de 
que los cubanos subcontraten 
los desarrollos de software ha-
ce que al final Venezuela pague 
más por los proyectos”, dice un 
programador de Cantv que so-
licita no ser identificado.

“Estamos pagando doble 
por esos proyectos, para eso 
el Estado le paga directamen-
te a Microsoft. Siempre tene-
mos al intermediario cubano. 
Terminamos peor que antes, 
tenemos doble dependencia 
tecnológica”, señalan desde las 
oficinas públicas.

Licitación antillana. Albet no 
produce las láminas de policar-
bonato para hacer las cédulas 
ni el software para introducir la 
información en los chips y ma-
nejar el sistema, por lo que tuvo 
que subcontratar estos bienes y 
servicios. Daquin muestra una 
comunicación que la empresa 
cubana envió, a mediados de 
2008, a un grupo de compa-
ñías transnacionales dedicadas 
a producir sistemas de identifi-
cación. La firma las invitaba a 
participar en “la licitación para 
el suministro de 6 millones de 
cédulas electrónicas” del pro-
yecto que el ministerio vene-
zolano le asignó. De acuerdo 
con el cronograma, el contrato 
debía firmarse en junio de ese 
año y el lote completo de cé-
dulas debía ser entregado en 
marzo de 2009, en el puerto de 
La Guaira o en el aeropuerto de 
Maiquetía. 

Los representantes de las em-
presas debían ir a Cuba para la 

revisión de la propuesta técni-
ca y económica. Al final de la 
misiva, Albet adjuntó un mapa 
del sector del municipio Playa, 
en Ciudad de La Habana, don-
de se encontraba la casa en la 
que se haría la reunión. Clasi-
ficaron las empresas Iris Cor-
poration Berhad, de Malasia; 
Hightech, de Venezuela, con 
representación de una firma 
china; Bundesdruckerei, de 
Alemania; Sagem, de Francia, y 
Gemalto, cuya casa matriz está 
en Holanda. Bundesdruckerei 
y Sagem confirmaron a este 
diario su participación en la 
licitación de la cédula electró-
nica, pero no dieron detalles 
sobre dónde y cuándo se hizo. 

En los registros venezolanos 
no aparece ningún llamado 
a licitación para esta contra-
tación en los últimos cuatro 
años. “La Onidex (actual Sai-
me) estará saliendo al merca-
do internacional para buscar 
los mejores proveedores del 
servicio de impresión de docu-
mentos electrónicos, median-
te el correspondiente proceso 
de licitación conjunta con Cu-
ba”, declaró el 13 de febrero de 
2008 a la Agencia Bolivariana 
de Noticias José Javier Mora-
les, entonces director de Iden-
tificación y Extranjería. 

Gemalto, en su filial de Méxi-
co, salió favorecida y se con-
virtió en la proveedora de las 
tarjetas de policarbonato y el 
software. La multinacional ma-
neja 30% del mercado mundial 
de sistemas de identificación y, 
por ejemplo, elabora el pasa-
porte electrónico para Estados 
Unidos. En Venezuela, trabaja 
para la banca en su migración 
a tarjetas de débito y crédito 
con tecnología de chip. 

Daquin trabajó para la rama 
de proyectos gubernamentales 
de Gemalto en América Latina. 
Asegura que ésta fue la única 
empresa que aceptó las con-
diciones de los cubanos en la 
contratación. “La oferta de los 

sa cubana como en Venezuela; 
capacitar y hacer la transferen-
cia tecnológica tanto a Albet 
como al cliente final. 

El contrato especifica que las 
aplicaciones informáticas de-
sarrolladas para cumplir con 
este proyecto serán propiedad 
de Albet y Gemalto. “Debien-
do dictar de común acuerdo 
los lineamientos bajo los cua-
les podrán ser utilizados por el 
cliente final”, aclaran. Ex traba-
jadores del Saime, que piden 
no revelar sus nombres por 
temor a represalias, aclaran 
que cada vez que Venezuela 
necesite ajustar los software 
o renovarlos tendrá que recu-
rrir a ambas empresas y hacer 
desembolsos nuevamente.

En el Saime, la revisión de 
este contrato entre Albet y Ge-
malto generó problemas. Los 
ex trabajadores de la institu-
ción señalan que, cuando pre-
sentaron sus observaciones 
sobre las desventajas de esta 
contratación, fueron removi-
dos de sus puestos. “Se hizo 
una reunión con la gente de 
Albet y del Saime en la que se 
habló de la necesidad de que 
la infraestructura de clave pú-
blica (aplicaciones para asegu-
rar la información en los chips 
de la cédula) se contratara con 
otras empresas que sí nos die-
ran acceso a los códigos fuen-
te para que nosotros mismos, 
los venezolanos, pudiéramos 
saber qué hay en el chip y de-
sarrollar programas para ha-
cer cambios en él o almacenar 
nuevos datos. Pero a los cuba-
nos no les gustó y nos botaron 
a todos”, relató uno de ellos. 

En Aporrealos.com, la página 
de foros del portal oficialista 
Aporrea.org, donde seguido-
res de Hugo Chávez vierten sus 
opiniones, quejas y denuncias, 
se habla de un incidente en el 
que se desmanteló, en el último 
trimestre de 2010, la Dirección 
de Tecnología de Información 
del Saime. Unos advierten que 

los funcionarios salieron bajo 
coacción por sus denuncias so-
bre la intervención cubana en 
el proyecto de la nueva cédula 
electrónica. Otros señalan que 
el grupo fue destituido por su-
puestas prácticas corruptas. 

El punto de cuenta núme-
ro 139 (memorando interno), 
que circuló en el Saime en oc-
tubre de 2010, revela que se 
buscaron otras opciones pa-
ra proveer los programas in-
formáticos que controlarán la 
cédula electrónica. En la co-
municación, la Dirección de 
Tecnología de Información 
del organismo analiza las leyes 
que obligan al los organismos 
públicos a utilizar software li-
bre, algo que no establecen los 
contratos firmados con Albet. 

Sugirieron contratar una em-
presa que les proveyera pro-
gramas para los que no se re-
quiera pagar licencias de uso, 
que les transfiriera la tecnolo-
gía y les dejara a los venezola-
nos el control de los códigos 
fuentes, que permiten ajustar 
los software para el manejo 
de la cédula. “Con un proyec-
to que cumpla esta norma-
tiva, (…) el Saime estará ga-
rantizando la operatividad 
soberana”,concluyeron. 

Evaluaron ofertas de la Fun-
dación Instituto de Ingeniería 
(ente público en el que coope-
ran el Ministerio de Ciencia y 
Tecnología y la Universidad 
Simón Bolívar) y la empresa 
española Realsec. Pese a lo ex-
puesto en ese punto de cuen-
ta, las contrataciones no se 
concretaron y Albet continúa 
ejecutando el proyecto. 

“¿Por qué los funcionarios 
venezolanos no tienen acce-
so a ciertas áreas de la sede del 
Saime y sólo pueden entrar cu-
banos?”, se pregunta Daquin. 
Ni el Saime ni el Ministerio 
de Interior y Justicia atendie-
ron las solicitudes de entrevis-
ta para darle respuesta a esta 
interrogante.�s

Contratos al detalle 

Venezuela ha pagado $ 783,5 millones a Albet

La cédula y el pasaporte 
electrónicos, los registros 
comerciales y públicos, el 

centro de tratamiento y análi-
sis de la información, los pro-
gramas de imágenes médicas 
usados en Barrio Adentro, los 
programas del Centro Nacional 
de Balance Alimentario de Ve-
nezuela, software educativos, el 
proyecto Guardián del Alba para 
el control de pozos petroleros 
de Pdvsa, las comunicaciones 
del Despacho de la Presidencia, 
el sistema de control peniten-
ciario, el de gestión de emer-
gencias, gestión policial, gestión 
hospitalaria, de información 
de albergues y refugios y hasta 
sistema de registro del censo 
nacional. Estas bases de datos 

están bajo la administración de 
Albet, una compañía depen-
diente del Estado cubano. La fir-
ma creada hace seis años para 
vender los programas informáti-
cos que confecciona la Universi-
dad de Ciencias Informáticas de 
La Habana, mantiene contratos 
con al menos ocho ministerios 
venezolanos. 
Albet calcula –en una presenta-
ción ante el Sistema Económi-
co Latinoamericano disponible 
en Internet– que ha recibido 
del Gobierno venezolano in-
gresos por 783,5 millones de 
dólares entre 2004 y 2010. Su 
fuerza productiva la componen 
estudiantes y profesores de la 
Universidad de Ciencias Infor-
máticas de Cuba, unas 17.000 

personas, detallan. Tiene un 
grupo de trabajo en Venezue-
la, que labora directamente 
en los proyectos que el go-
bierno de Hugo Chávez le ha 
encomendado.
La estatal cubana tiene 50 tra-
bajadores, de acuerdo con un 
informe de posgrado de la UCI. 
Un total de 26 empleados se 
dedican a labores técnicas y só-
lo 8 de ellos tiene formación su-
perior universitaria. 
La segunda empresa exportado-
ra de tecnología de la isla, luego 
de Copextel, depende del Mi-
nisterio de Informática y Teleco-
municaciones de Cuba, que es-
tuvo hasta enero pasado a cargo 
del general Ramiro Valdés, vice-
presidente de la isla.

Los originales de los

códigos fuente de las

aplicaciones 

informáticas 

desarrolladas 

serán conservadas

por la parte cubana”

Convenios costosos
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chinos era mejor, pero ellos es-
tán acostumbrados a hacer ne-
gociaciones de Estado a Estado 
y no aceptaron la intermedia-
ción de Cuba”, asegura La em-
presa china declinó dar deta-
lles sobre su participación. 

“Cliente final”. El contrato en-
tre Albet y Gemalto, por 40,5 
millones de dólares, está fecha-
do en La Habana, en agosto de 
2008. En el documento, se ha-
bla del Ministerio de Interior y 
Justicia de Venezuela como el 
“cliente final”, el que usará los 
bienes y servicios transados. 
Lo suscribieron Antonio Ro-
millo Tarke, director general 
de Albet, y dos representantes 
legales de la filial de Gemalto 
en México. El objeto era sumi-
nistrar 6 millones de tarjetas 
de policarbonato con chip; el 
desarrollo de las aplicaciones 
informáticas relacionadas con 
la seguridad de los datos en 
las tarjetas; diseñar e instalar 
un laboratorio para probar las 
tarjetas y los software tanto en 
las instalaciones de la empre-

El contrato entre el 
Ministerio de Interior 
y Albet para el diseño de 
la cédula electrónica y los 
programas informáticos 
que permitirán manejar-
las fue por 172, 2 millones 
de dólares. En el acuerdo 
comercial se restringe el 
acceso de los venezolanos 
a los software. Además, 
Venezuela le cede a Albet 
la "autoría moral" sobre 
los programas y la posibili-
dad de comercializarlos en 
otros países.

Contrato entre el MIJ y Albet

La empresa cubana 
Albet contrató a la mul-
tinacional Gemalto, en 
su filial de México, para 
que proveyera las tar-
jetas con chip para las 
cédulas y el software 
para operarlas. El monto 
acordado fue de 40,5 
millones de dólares. 
Albet y Gemalto esta-
blecen que son las pro-
pietarias de la tecnolo-
gía vendida a su “cliente 
final”, Venezuela, por lo 
que el país debe recurrir 
a ambas firmas cuando 
desee introducir cam-
bios en el sistema o com-
prar más cédulas
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A
nthony Daquin saca 
de su maletín sus cre-
denciales de asesor 
del Ejército venezo-

lano y varios ejemplares de cé-
dulas y pasaportes modelo con 
los que ilustra la conversación. 
Dijo que tardaría 43 minutos en 
llegar, lo que demora el tren, y 
cumplió casi cronométrica-
mente. Aunque se encuentra 
en Estados Unidos, la idea de 
que podrían espiarlo hace que 
el ingeniero de computación se 
fije en el techo del café al que 
entra y aguce los pequeños ojos 
verdes detrás de sus lentes para 
detallar a los comensales que le 
rodean. 

Relata que comenzó a trabajar 
con sistemas de identificación 
inteligentes en 1992. Entre 1999 
y 2004 laboró para una contra-
tista de seguridad del Ministe-
rio de la Defensa. Por eso las 
credenciales que aún porta. De 
allí pasó a dos empresas más 
del área, que prestan servicio 
al Ministerio de Relaciones In-
teriores y Justicia. Era una cara 
conocida en ese organismo; pa-
ra 2006 ya se había convertido 
en asesor. 

“La empresa dio cursos de in-
ducción a Albet para que los 
cubanos aprendieran técnicas 
de identificación, seguridad de 
la información, informática. 
Albet es un camuflaje del G2 
cubano. Cuando conocí a los 
funcionarios de esa compañía, 
ellos escribían en libretas. Yo 
enseñé a algunos a manejar te-
léfonos inteligentes y cámaras 
digitales”, recuerda. 

Daquin pone sobre la mesa 
álbumes de fotos en los que 
aparece rodeado de chinos, en 
medio de banquetes oficiales, 
o en el malecón de La Haba-
na flanqueado por funciona-
rios venezolanos de guayabe-

ra roja. Asegura que integró las 
comisiones que la entonces 
Onidex (ahora Saime) envió a 
países como China, Portugal, 
Alemania, España y Suiza para 
evaluar qué cédula electrónica 
le convenía comprar. Muestra 
los cuadernos de su pasapor-
te repletos de sellos. Asegura 
ser uno de los pocos que tuvo 
acceso a los contratos que sus-
cribió el Gobierno venezolano 
con la empresa Albet en mate-
ria de cedulación.

—¿Cuál fue su papel en la 
contratación de la nueva 
cédula?

—Se hizo la evaluación, se 
discutió sobre el contrato y las 
características técnicas del do-
cumento que se iba a comprar. 
La licitación se hizo en Cuba, 
sin presencia de venezolanos. 
Conocí el contrato porque un 
amigo me lo envió; sus condi-
ciones fueron la primera irre-

gularidad que vi. Las cláusulas 
entregan la base de datos de 
venezolanos cedulados, lo que 
permite cruzar la información 
del Consejo Nacional Electoral, 
el Seniat y el Saime. 

—¿Hizo alguna observación 
luego de ver el contrato?

—Mi intención era que Ve-
nezuela tuviera el documen-
to con la mejor tecnología. No 
tengo la culpa de que Cuba 
tenga el control. En 2009, Albet 
le pidió a Gemalto (firma que 
ganó la licitación para proveer 
las cédulas) que me despidie-
ra porque manejaba mucha 
información. 

—Usted era asesor del minis-
terio y al mismo tiempo traba-
jaba para Gemalto. ¿Recibió 
alguna comisión o soborno 
por ese contrato?

—No recibí comisión. Pero yo 
manejaba información privile-
giada y vi el aspecto comercial. 

Quería comprar la licencia pa-
ra importar otro mecanismo de 
seguridad para la cédula, con lo 
que me ganaría en ese negocio 
podría retirarme. No estuve in-
curso en acciones ilegales ni 
contra el Estado. Me amenaza-
ron y por eso salí del país. 

—¿Qué amenazas recibió?
—El 12 de noviembre de 2009 

fui secuestrado a las 9:07 de la 
mañana, en El Rosal. Estaba so-
lo, en una panadería de la ave-
nida Tamanaco. Cuando salí al 
estacionamiento vi tres motos 
tipo comando alrededor de mi 
carro. Los motorizados iban 
uniformados de negro, con ar-
mas 9 milímetros. No tenían in-
signias de policía, tenían chale-
cos, parecían de la Disip (actual 
Sebin). Me dijeron: “Móntate 
como si nada, Anthony, que 
necesitamos hablar, camarada”. 
Sólo me hablaron dos de ellos, 
uno con acento andino, que 

Anthony Daquin, ex asesor del Gobierno, asegura que fue secuestrado y forzado a salir del país por conocer las condiciones del contrato  
que el Ministerio de Interior firmó con una empresa oficial cubana para la elaboración de la cédula electrónica 

Daquin tiene en sus archivos el contrato que el Ministerio de Interior firmó con Albet y las fotos de 
visitas oficiales con funcionarios venezolanos a los países que podían proveer la nueva cédula 

está pidiendo asilo político en estados unidos junto con su familias

Adriana rivera

“Albet es un camuflaje del G2 cubano”

Convenios con Cuba 
violan normas nacionales
Por los desarrollos tecnológicos que vende la isla, Venezuela debe pagar licencias de 
uso, lo que contraviene el decreto presidencial que obliga al uso de software libre

La soberanía tecnológica 
es una de las banderas 
que el gobierno de Hugo 

Chávez ha levantado. Que Ve-
nezuela sea autónoma en ma-
teria de tecnologías de la in-
formación es una de las metas 
trazadas en el Plan Nacional de 
Ciencia, Tecnología e Innova-
ción 2005-2030. Uno de los ob-
jetivos establecidos fue lograr, 
en un máximo de cinco años, 
la migración de los sistemas 
de la administración pública 
nacional al software libre, que 
tiene sus códigos fuente abier-
tos, para que los usuarios pue-
dan programarlo, adaptarlo o 
redistribuirlo según sus nece-
sidades. De otro modo, ten-
drían que pagar la licencia de 
uso, como lo hace cualquier 
usuario que en su computa-
dora desea instalar el sistema 
Office, por ejemplo. 

Pero los contratos de desarro-
llo de programas suscritos con 
Cuba por varios organismos 
públicos venezolanos estable-
cen el uso de software propie-
tario, por el que hay que pagar 
a grandes productoras inter-
nacionales. Esto pese al decre-
to presidencial 3390, emitido 
en diciembre de 2004, que es-
tablece que todas las oficinas 
del Estado emplearán priorita-
riamente software libre. 

El Ejecutivo –señala la nor-

ma– debe fortalecer la indus-
tria nacional del software. “En 
los casos que no se puedan 
desarrollar o adquirir aplica-
ciones en software libre bajo 
estándares abiertos, los órga-
nos y entes de la administra-
ción pública nacional deberán 
solicitar ante el Ministerio de 
Ciencia y Tecnología autoriza-
ción para adoptar otro tipo de 
soluciones bajo los normas y 
criterios establecidos por ese 
ministerio”, establece. 

Irregular. “Los convenios in-
ternacionales pa-
san por encima de 
cualquier norma na-
cional o resolución 
ministerial. A las em-
presas nacionales que 
licitan para cualquier 
proyecto les exigen de-
sarrollar software libre y 
todas las normativas la-
borales, pero a empresas 
de afuera no. La mayoría 
de los contratos se adju-
dican a la empresa cuba-
na Albet, por el convenio 
Cuba-Venezuela”, señala un 
ingeniero que trabaja en la 
administración pública y pi-
de mantener su nombre en 
reserva. 

Desde el chavismo han surgi-
do críticas al incumplimiento 
de esa normativa. El 3 de junio 

pasado apareció en la pági-
na progubernamental Apo-
rrea.org el artículo de Feijoo 
Jiménez, conductor de radio 
y defensor del uso de software 
libre, en el que cuestiona que 
varios desarrollos informáti-
cos que ejecuta Albet, fueran 
fabricados por transnaciona-
les que cobran a Venezuela la 
renovación de las licencias de 
uso de sus productos. Critica 
que el sistema de registro del 
censo nacional no fuera di-
señado en el país. “El sistema 
operativo es de la transnacio-
nal Microsoft, cuya empresa 
fue demandada por el gobier-
no del imperio (Estados Uni-
dos) por monopolio. Además, 
el manejo de bases de datos 
es de la empresa Oracle, una 
transnacional, lo que indica 

Las cláusulas

entregan la base 

de datos de vene-

zolanos cedulados,

lo que permite cruzar

la información 

del Consejo Nacional

Electoral, el Seniat 

y el Saime” 

La UCI ha sido reconocida por los 
ingresos que lleva a la isla , gracias 

al diseño de proyectos para los 
ministerios venezolanos  

En la página web de Albet aparecen 
detalles de los software que la empresa 

cubana ha diseñado para Venezuela, 
entre ellos el del Cicpc y el Saime

fue el que me montó en el ca-
rro, y otro con acento cubano. 
Me enseñaron fotos de mi hija 
en un celular, pronunciaron su 
nombre y que estaba en el rece-
so, en el colegio, con su amigui-
ta Ana. Me dijeron que era un 
traidor por haber ido con mis 
hijos a la marcha contra la Ley 
de Educación del 22 de agosto 
de 2009. “Estuviste en la mar-
cha, te cambiaste de bando y 
tú tienes información vital”, di-
jeron. Fueron 3 horas de terror. 
Me hicieron manejar en direc-
ción a Guatire, me golpearon 
con la pistola y me la metieron 
en la boca. Me preguntaban a 
quién le iba a enviar la informa-
ción y qué recordaba del con-
trato. Les dije que no sabía de 
qué me hablaban. En Guarenas 
me dijeron que tomara la ca-
rretera vieja y me hicieron de-
tenerme en un paraje. Me pu-
se a llorar. Acababa de cambiar 

unos dólares y tenía en mi casa, 
en El Valle, como 60.000 bolíva-
res. Se los ofrecí y ellos se baja-
ron  del carro para hablar; me 
quitaron las llaves. Ya era me-
diodía. Me dieron 3 horas para 
buscar el dinero. Amenazaron 
con matar a mi hijo si no se los 
daba. Fui a la casa a buscarlo. 
Nos encontramos a las 3:05 de 
la tarde en la misma panadería 
de El Rosal. Le dieron la plata a 
dos motorizados que agarraron 
hacia Prados del Este. Me hicie-
ron manejar a Guarenas otra 
vez. Me pidieron más dinero. 
La liquidación de Gemalto me 
la daban la primera semana de 
diciembre, me pidieron que se 
las diera en dólares. Pero debía 
ir a Estados Unidos a buscarla. 
Después de ese día, los mucha-
chos no fueron más a clases. La 
casa estaba vigilada siempre. 
Separé al grupo familiar y nos 
volvimos a encontrar en el ae-
ropuerto el 5 de diciembre de 
2009. El 7 de enero de 2010 los 
hombres me esperarían con el 
resto del dinero. El G2 me inte-
rrogó en el aeropuerto, me pre-
guntaron por qué estaba viajan-
do con el perro, cuánto tiempo 
me quedaría. Creo que mis se-
cuestradores tenían contactos 
allí y sabían que iba a pasar esa 
seguridad. Al llegar a Estados 
Unidos le conté a mi familia 
sobre el secuestro. Decidimos 
ir con un abogado y pedir asi-
lo. En la primera audiencia, en 
marzo de 2010, me lo negaron 
y estamos apelando. Mi último 
abogado dejó de representar-
me porque tiene familiares en 
Venezuela y los amenazaron.  

—¿Por qué hasta ahora cuen-
ta lo que le sucedió?

—Porque estoy cansado de vi-
vir con miedo. Yo sé que me van 
a matar; lo que quiero es que 
mis hijos vivan tranquilos.�s

que las licencias de de-
sarrollo no están den-
tro de la ley”, denuncia 
Jiménez.

“En vista de que Vene-
zuela se convirtió en un 
mercado prácticamen-
te seguro y cautivo, sur-
ge en 2005 Albet Inge-
niería y Sistemas S. A.”, 
indica Maniuryis Peña, 
alumna de posgrado 
de la Universidad de 
Ciencias Informáticas 
de Cuba, en un trabajo 
académico para el Cen-
tro de Tecnologías para 
la Formación de esa ca-
sa de estudios.

El pago que hace el 
Estado a esa compañía 
dependiente de la UCI 

es mayor, por ejemplo, al pre-
supuesto total de la Universi-
dad Central de Venezuela para 
el año pasado, que fue de 236 
millones de dólares.

La UCI señala en su página 
web que tiene un solo labora-
torio de desarrollo de software, 
mientras que las universidades 
venezolanas tienen decenas de 
ellos. 

“Creo que hay una buena 
cantidad de personas, salidas 
de nuestras universidades y 
de los tecnológicos públicos y 
privados capaces que pueden 
hacer el trabajo de programa-
ción”, opina. Edmundo Vitale, 
ex director de la Escuela Lati-
noamericana de Redes, que 
tiene sede en la Universidad 
de Los Andes. Recuerda que 
hay muchas microempresas 
formadas por profesionales 
venezolanos que se dedican a 
la creación de programas in-
formáticos y que son contra-
tados tanto en el país, como 
en el extranjero, por la calidad 
de sus trabajos.�s


